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I. DISPOSICIONES GENERALES

JEFATURA DEL ESTADO
9801 Real Decreto-ley 10/2015, de 11 de septiembre, por el que se conceden 

créditos extraordinarios y suplementos de crédito en el presupuesto del 
Estado y se adoptan otras medidas en materia de empleo público y de 
estímulo a la economía.

I

Los empleados públicos han contribuido con un esfuerzo notable y directo a la 
recuperación económica y al cumplimiento de los compromisos adquiridos por España en 
materia de consolidación fiscal.

Ante el escenario de grave crisis económica y dificultades de acceso a la financiación 
se adoptaron con carácter urgente una serie de medidas relativas al empleo público con el 
objetivo de reducir el gasto público, contenidas fundamentalmente en el Real 
Decreto-ley 20/2011, de 30 de diciembre, de medidas urgentes en materia presupuestaria, 
tributaria y financiera para la corrección del déficit público y en el Real Decreto-ley 20/2012, 
de 13 de julio, de medidas para garantizar la estabilidad presupuestaria y de fomento de la 
competitividad.

Tal y como se señalaba en la exposición de motivos del citado Real Decreto-ley 20/2012, 
de 13 de julio, estas medidas tenían carácter temporal y estaba prevista su aplicación sólo 
mientras subsistieran las circunstancias económicas y financieras excepcionales.

En esta legislatura se ha trabajado intensamente por lograr los objetivos de 
consolidación fiscal aplicando una política fiscal y presupuestaria orientada a la reducción 
del déficit público que generara crecimiento económico y empleo.

Esta política fiscal y presupuestaria rigurosa combinada con la aplicación de las 
ambiciosas reformas estructurales aprobadas en esta legislatura ha dado buenos 
resultados, prueba de ello es que se ha avanzado en el cumplimiento de las reglas fiscales 
y se ha recuperado la senda del crecimiento económico, restableciendo así la confianza 
internacional en la economía española y aumentando la recaudación tributaria. Todo ello, 
está permitiendo de forma paulatina, con un impacto económico acorde a las posibilidades 
financieras, la compensación de los esfuerzos realizados.

De esta manera, a finales de 2013 se procedió a la restitución del cuarto día por 
asuntos particulares y en 2014 a la devolución del quinto día, con aplicación en todas las 
Administraciones Públicas.

En relación a las retribuciones, la Ley 36/2014, de 26 de diciembre, de Presupuestos 
Generales del Estado para el año 2015 ha previsto la devolución de una cuarta parte 
(24,04 %) de la paga extraordinaria suprimida en diciembre de 2012, devolución que se ha 
hecho efectiva a partir de enero de 2015.

Con el objetivo de fortalecer en la senda de un crecimiento económico sostenible 
resulta necesario y urgente aprobar este Real Decreto-ley, que contiene, en su Capítulo I, 
un conjunto de medidas que contribuyen directamente a estimular el crecimiento 
económico así como ahondar en el incremento de la eficiencia en el funcionamiento del 
empleo público, de forma compatible con el necesario cumplimiento de las reglas fiscales.

Dichas medidas son, en particular, las siguientes:

– Recuperación de parte de la paga extraordinaria y adicional de los empleados 
públicos correspondiente al año 2012.

– Modificación del número de días de permiso por asuntos particulares restituyendo 
un sexto día, e incremento de los días de permiso por asuntos particulares en función de 
la antigüedad y los de vacaciones reconocidos en el Estatuto Básico del Empleado Público 
incrementándolos igualmente en función de la antigüedad.

cv
e:

 B
O

E
-A

-2
01

5-
98

01
Ve

rif
ic

ab
le

 e
n 

ht
tp

://
w

w
w

.b
oe

.e
s

mvazquezriera
Resaltado



BOLETÍN OFICIAL DEL ESTADO
Núm. 219 Sábado 12 de septiembre de 2015 Sec. I.   Pág. 80457

En el mes de junio de 2016 se formalizarán las operaciones de préstamo con el Fondo 
de Financiación a Entidades Locales, compartimento Fondo de Ordenación, para cancelar 
los anticipos concedidos y con sujeción a las condiciones que acuerde la Comisión 
Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos. Las citadas operaciones no estarán 
sujetas al régimen de autorización establecido en el texto refundido de la Ley reguladora de 
las Haciendas Locales y, en su caso, en las Leyes de Presupuestos Generales del Estado.

6. En el caso de que las corporaciones locales no realicen en 2016 ninguna de las 
actuaciones mencionadas en el apartado anterior, reintegrarán la totalidad del anticipo a 
partir de la entrega a cuenta de la participación en tributos del Estado de julio de dicho año. 
El reintegro se aplicará por el 100 por ciento de las entregas sobre las que se aplique. En 
el caso de que concurra con las retenciones a practicar en aplicación de la disposición 
adicional cuarta del texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales 
aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, aquél tendrá carácter 
preferente frente a éstas y no computarán para el cálculo de los porcentajes que, en esta 
materia, regule la respectiva Ley de Presupuestos Generales del Estado.

7. Los ayuntamientos incluidos en el ámbito subjetivo definido en el apartado 2.a) 
de este artículo, que se hayan adherido o se adhieran en 2015 al compartimento Fondo 
de Ordenación, del Fondo de Financiación a Entidades Locales, además de poder 
acogerse a los anticipos previstos en este artículo, podrán solicitar, con carácter 
excepcional, antes de 15 de octubre de 2015 la formalización de préstamos con cargo a 
aquel compartimento, para la cancelación de la deuda pendiente con la Agencia Estatal 
de Administración Tributaria y con la Tesorería General de la Seguridad Social, y que 
esté siendo objeto de compensación mediante la aplicación de retenciones de la 
participación en tributos del Estado, todo ello de conformidad con la condicionalidad 
establecida en el Real Decreto-ley 17/2014, de 26 de diciembre.

Artículo 12. Modificación del Real Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de noviembre, por el 
que se aprueba el texto refundido de la Ley de Contratos del Sector Público.

Se modifica el apartado 1 del artículo 75 que queda con la siguiente redacción:

«1. La solvencia económica y financiera del empresario deberá acreditarse por 
uno o varios de los medios siguientes, a elección del órgano de contratación:

a) Volumen anual de negocios, o bien volumen anual de negocios en el ámbito 
al que se refiera el contrato, por importe igual o superior al exigido en el anuncio de 
licitación o en la invitación a participar en el procedimiento y en los pliegos del 
contrato o, en su defecto, al establecido reglamentariamente.

b) En los casos en que resulte apropiado, justificante de la existencia de un 
seguro de indemnización por riesgos profesionales por importe igual o superior al 
exigido en el anuncio de licitación o en la invitación a participar en el procedimiento 
y en los pliegos del contrato o, en su defecto, al establecido reglamentariamente.

c) Patrimonio neto, o bien ratio entre activos y pasivos, al cierre del último 
ejercicio económico para el que esté vencida la obligación de aprobación de cuentas 
anuales por importe igual o superior al exigido en el anuncio de licitación o en la 
invitación a participar en el procedimiento y en los pliegos del contrato o, en su 
defecto, al establecido reglamentariamente.

Como medio adicional a los previstos en las letras anteriores de este apartado, 
el órgano de contratación podrá exigir que el periodo medio de pago a proveedores 
del empresario, siempre que se trate de una sociedad que no pueda presentar 
cuenta de pérdidas y ganancias abreviada, no supere el límite que a estos efectos 
se establezca por Orden del Ministro de Hacienda y Administraciones Públicas 
teniendo en cuenta la normativa sobre morosidad.»
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